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PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“CADUCIDAD DECRETADA EN LA PRIMERA INSTANCIA. LA RESOLUCIÓN
QUE LA REVOCA NO CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN,
POR LO QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO
INDIRECTO.- El artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, al prever que el amparo
indirecto procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación,
entendiéndose por éstos los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de
los que el Estado Mexicano sea parte, proporciona mayor seguridad jurídica para su
promoción, ya que mediante una fórmula legal establece que los actos referidos, para
calificarse como irreparables, necesitan producir una afectación material a derechos
sustantivos, es decir, sus consecuencias deben ser de tal gravedad que impidan el ejercicio
de un derecho, y no sólo que produzcan una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva
que no necesariamente llegue a trascender al resultado del fallo; además de que deben
recaer sobre derechos cuyo significado rebasa lo puramente procesal, lesionando bienes
jurídicos cuya fuente no proviene exclusivamente de las leyes adjetivas, de donde derivan
las dos condiciones que el legislador secundario dispuso para promover el amparo indirecto
contra actos de imposible reparación dictados en el procedimiento, consistentes en la
exigencia de que se trate de actos "que afecten materialmente derechos", equivalente a
situar el asunto en aquellos supuestos en los que el acto autoritario impide el libre ejercicio
de algún derecho en forma presente, incluso antes del dictado del fallo definitivo; y que
estos "derechos" afectados materialmente revistan la categoría de ser "sustantivos",
expresión antagónica a los de naturaleza formal o adjetiva, en los que la afectación no es
actual -a diferencia de los sustantivos- sino que depende de que llegue o no a trascender al
desenlace del juicio o procedimiento, momento en el cual sus secuelas pueden consumarse
en forma efectiva. Consecuentemente, no pueden seguir aplicándose los criterios que
admiten la procedencia del juicio de amparo indirecto contra violaciones formales,
adjetivas o procesales, cuando los efectos que producen afectan a las partes en grado
predominante o superior, como son los contenidos en las tesis del Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación P. LVIII/2004 y P. LVII/2004, de rubros: "VIOLACIONES
PROCESALES DENTRO DEL JUICIO QUE AFECTAN A LAS PARTES EN GRADO
PREDOMINANTE O SUPERIOR. NOTAS DISTINTIVAS." y "ACTOS DE
EJECUCIÓN IRREPARABLE. CRITERIOS PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA
O IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."; ya que se generaron
bajo una legislación que dejaba abierta toda posibilidad de interpretar lo que debía asumirse
por dicha expresión, lo cual ya no acontece, de modo que en los juicios iniciados conforme
a la Ley de Amparo vigente debe prescindirse su aplicación, al ser incompatibles con el
nuevo texto legal y así evitar incurrir en desacato. En ese sentido, la resolución que revoca
la caducidad decretada en la primera instancia no produce una afectación material a
derechos sustantivos tutelados por la Constitución Federal o los tratados internacionales de
los que México sea parte, sino que sólo afecta derechos procesales o adjetivos; de ahí que
en su contra no procede el juicio de amparo indirecto, y únicamente podrá impugnarse
cuando se promueva el juicio de amparo directo contra la sentencia definitiva dictada en el
procedimiento respectivo.”
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Contradicción de tesis 14/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Primero en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito y Segundo en Materia Civil del
Séptimo Circuito. 19 de enero de 2016. Mayoría de ocho votos de los Ministros José
Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma
Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez
Dayán y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena,
José Fernando Franco González Salas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.
Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.C.77 C (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DECRETADA EN
PRIMERA INSTANCIA. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LA REVOCA, AL NO
AFECTAR MATERIALMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS, ES IMPROCEDENTE
EL AMPARO INDIRECTO.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Séptimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 16 de enero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 1832, y el
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo
Circuito, al resolver la queja 6/2014.

Nota: Las tesis aisladas P. LVIII/2004 y P. LVII/2004 citadas, aparecen publicadas en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, octubre de
2004, páginas 10 y 9, respectivamente.

El Tribunal Pleno, el siete de abril en curso, aprobó, con el número 1/2016 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 18 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL CUYA SENTENCIA DEFINITIVA SEA
APELABLE POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. CONTRA EL AUTO DE
EXEQUENDO DICTADO EN AQUÉL, ES NECESARIO AGOTAR EL RECURSO
DE APELACIÓN DE TRAMITACIÓN INMEDIATA, PREVIO A LA
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.- Si bien es cierto que el
artículo 1345 del Código de Comercio establece diversas hipótesis para la procedencia de la
apelación de tramitación inmediata, entre las que no se encuentra el auto de exequendo,
también lo es que dicho numeral forma parte de un sistema de normas que regula el recurso
de apelación, por lo que se complementa con los casos expresamente previstos en el citado
código como apelables de tramitación inmediata. Bajo esa perspectiva, si el artículo 1165,
último párrafo, del mencionado código, expresamente señala que la resolución que niegue
el auto de ejecución será apelable en ambos efectos y, en caso contrario, se admitirá en el
efecto devolutivo de tramitación inmediata, es inconcuso que contra el auto de exequendo
dictado en el juicio ejecutivo mercantil, cuya sentencia definitiva sea apelable por razón de
la cuantía, procede el recurso de apelación de tramitación inmediata y, en consecuencia, es
necesario agotarlo previo a la promoción del juicio de amparo indirecto en su contra, a fin
de cumplir con el principio de definitividad que rige en la materia, contenido en los
artículos 73, fracción XIII, de la Ley de Amparo abrogada y 61, fracción XVIII, de la
vigente.”

Contradicción de tesis 146/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado de
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa y el
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 4 de noviembre de 2015.
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia.
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo.
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en
revisión 231/2010, dio origen a la tesis aislada III.5o.C.164 C, de rubro: "AUTO DE
EXEQUENDO DICTADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EN SU
CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO SIN NECESIDAD DE AGOTAR
PREVIAMENTE EL RECURSO DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A
PARTIR DEL TREINTA Y UNO DE DICIEMBRE DE DOS MIL OCHO).", publicada en
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto
de 2010, página 2222, con número de registro digital: 164166.

El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con
residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 206/2015 (expediente de
origen 347/2014), sostuvo que toda vez que en contra del auto de exequendo existe un
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medio ordinario como lo es el recurso de apelación previsto en el artículo 1339 del Código
de Comercio, por medio del cual es factible modificar, revocar o anular el proveído que
causa agravio a la parte quejosa, para cumplir con el principio de definitividad que rige la
procedencia del juicio de amparo, es indispensable interponer aquél previo a promover el
juicio de amparo indirecto.

Tesis de jurisprudencia 12/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“REMATE. PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO
INDIRECTO, LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE, ES LA QUE
INDISTINTAMENTE ORDENA OTORGAR LA ESCRITURA DE
ADJUDICACIÓN, O BIEN ENTREGAR LA POSESIÓN DE LOS BIENES
INMUEBLES REMATADOS (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE
ABRIL DE 2013).- De conformidad con el artículo 107, fracción IV, párrafo tercero, de la
Ley de Amparo, el juicio de amparo indirecto procede tratándose de actos emitidos en el
procedimiento de remate, contra la última resolución dictada, entendida ésta como aquella
que ordena otorgar la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rematados.
Disposición de la cual se advierte una problemática al incluir la conjunción copulativa "y"
de la que se puede interpretar que es necesario dictar ambas órdenes para actualizar la
última resolución del remate, de lo cual se advierte que, de ser así, dicha situación puede
provocar un fenómeno contrario al derecho de acceso a la tutela judicial, pues si bien quizá
se ordene la escrituración del inmueble en el procedimiento de remate, la autoridad
responsable omita dictar la orden de entrega del bien adjudicado, lo que postergaría la fase
de ejecución del juicio, afectando el derecho a la tutela judicial efectiva al obstaculizar la
ejecución de una sentencia judicial y a su vez obstaculizando el acceso a la justicia
constitucional. Es por ello que esta Primera Sala sostiene que el juzgador federal debe
interpretar la norma en el sentido de que el juicio de amparo indirecto es procedente contra
la última resolución del remate, la cual de forma indistinta la constituye la orden de entrega
o escrituración del bien inmueble rematado. Esto es, la disposición debe leerse no con una
conjunción copulativa que necesariamente obligue a considerar la emisión de ambas
órdenes para actualizar la última resolución del remate, sino con una conjunción disyuntiva
equivalente, en el sentido de que de forma indistinta ambas órdenes, escrituración y/o
entrega del bien inmueble, son consecuencias connaturales del acto de adjudicación y, por
tanto, basta que se emita una sola de ellas para considerar actualizada la última resolución
del remate, pues así se satisface la razonabilidad subyacente de la norma que es acorde con
el derecho de tutela judicial efectiva reconocido en los artículos 17 de la Constitución
Federal y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto el requisito
establecido en el párrafo tercero, de la fracción IV, del artículo 107, de la Ley de Amparo,
tiene como objeto evitar que los actos emitidos para lograr la ejecución de sentencias de
procedimientos jurisdiccionales, sean obstaculizados indebidamente, en la lógica de que
culminar la etapa de ejecución es imprescindible para lograr el goce íntegro del derecho a la
tutela judicial.”

Contradicción de tesis 74/2015. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado del Noveno
Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 18 de
noviembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en
cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol
Alonso.

Tesis y/o criterios contendientes:
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El Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión
237/2014, con la tesis aislada IX.1o.12 C (10a.), de título y subtítulo: "REMATE. LA
ÚLTIMA RESOLUCIÓN DICTADA EN ESTE PROCEDIMIENTO, PARA EFECTOS
DE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO, ES LA QUE EN FORMA
DEFINITIVA DETERMINA LA ADJUDICACIÓN Y ORDEN DE ESCRITURACIÓN,
EXISTA O NO, LA DE ENTREGA DEL BIEN REMATADO.", publicada en el
Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de enero de 2015 a las 9:00 horas y en
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III,
enero de 2015, página 2046, registro digital: 2008296.

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en
revisión 376/2014, resolvió que la orden de otorgamiento de escritura de adjudicación no es
la última resolución del procedimiento de remate; lo anterior en virtud de que el artículo
107, fracción IV, de la Ley de Amparo, señala expresamente que la última resolución en el
procedimiento de remate, en contra de la cual procede el amparo indirecto, es aquella que
ordena en definitiva tanto el otorgamiento de la escritura de adjudicación como la entrega
de los bienes rematados.

Tesis de jurisprudencia 13/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 25 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. EN CASO DE EXISTIR CESIÓN DEL
CRÉDITO EL JUZGADOR, ANTES DE ADMITIR LA DEMANDA, DEBE
VERIFICAR, DE OFICIO, QUE EL DEUDOR HAYA SIDO NOTIFICADO
FORMALMENTE DE LA CESIÓN (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE
SINALOA Y DEL DISTRITO FEDERAL).- Los Códigos Civiles para el Estado de
Sinaloa y para el Distrito Federal prevén que si en una cesión de derechos hipotecarios, el
cedente deja de llevar la administración de los créditos del cesionario, aquél deberá
notificar por escrito dicha cesión al deudor; condición que habrá de cumplir el cesionario
antes de ejercer la acción hipotecaria (artículos 2926 y 2036 del Código Civil para el
Distrito Federal, y 2807 y 1918 del Código Civil para el Estado de Sinaloa), por ser un
requisito legal para la procedencia de esta vía especial. Lo anterior implica que previamente
a la admisión de la demanda, el Juez debe analizar, de oficio, si se verificó esta formalidad
que la ley permite cumplir en forma judicial o extrajudicial, supuesto este último en el que
puede hacerse por conducto de notario o ante dos testigos. Sin embargo, la obligación del
juzgador debe limitarse a verificar si se cumplió el requisito formal de la notificación en el
modo que establece la ley, sin que deba exigirse a éste que verifique que la diligencia
respectiva derivó, efectivamente, en el conocimiento fehaciente del deudor de que el crédito
hipotecario fue cedido, pues esa postura iría más allá de lo previsto en los códigos
referidos, que únicamente establecen como condición para que el cesionario pueda ejercer
la vía hipotecaria que previamente le haya notificado, por escrito, al deudor la cesión. Así,
el demandado que se considere afectado por una notificación ilegal podrá impugnarla,
como excepción, aun cuando se haya realizado por conducto de un notario público, pues si
bien es cierto que las actas y los testimonios que los fedatarios expiden en el ejercicio de
sus funciones constituyen documentos que gozan de presunción de certeza de los actos que
consignan, también lo es que esa presunción admite prueba en contrario, y su nulidad puede
declararse judicialmente en un procedimiento en el que demuestre que los hechos que
consignan no se apegan a la realidad.”

Contradicción de tesis 233/2013. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo
Circuito. 11 de noviembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretaria: Constanza Tort San Román.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo
directo 636/2010, del que derivó la tesis I.3o.C.958 C, de rubro: "NOTIFICACIÓN DE LA
CESIÓN AL DEUDOR. ES UN REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DE LA VÍA
ESPECIAL HIPOTECARIA CUYO ANÁLISIS OFICIOSO ES LIMITADO A LA
SATISFACCIÓN DEL REQUISITO FORMAL.", publicada en el Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1227,
registro digital: 162074.
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El Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo
818/2012, determinó que tal como lo expuso la Sala Civil responsable, si bien es cierto que
los demandados en su escrito de contestación no opusieron ninguna excepción enfocada a
desvirtuar la eficacia de la diligencia relativa a la notificación de la cesión del crédito cuyo
pago se reclama, resulta que, con ese proceder el Juez primigenio no vulnera el principio
previsto en el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sinaloa,
ni diversa disposición legal, en virtud de que se encuentra facultado a examinar de oficio tal
aspecto, cuando las condiciones y requisitos para la procedencia de la acción, tienen que ser
analizados de esa forma, independientemente de que la parte reo se excepcione o no.

Tesis de jurisprudencia 82/2015 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 7 de diciembre de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.

Nota: Por instrucciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la
tesis publicada el viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 25, Tomo I,
diciembre de 2015, página 248, se publica nuevamente con la corrección en la cita del
artículo 2807 del Código Civil para el Estado de Sinaloa.

Esta tesis se republicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“SOCIEDADES MERCANTILES. PARA QUE EXISTA EFICACIA
LEGITIMADORA ENTRE EL TITULAR DE LAS ACCIONES Y LA SOCIEDAD,
DEBEN INSCRIBIRSE LAS TRANSMISIONES REALIZADAS EN EL LIBRO DE
REGISTRO RESPECTIVO.- El artículo 129 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles prevé que la sociedad considerará dueño de las acciones a quien aparezca
inscrito como tal en el registro relativo, y que aquélla deberá inscribir en éste, a petición de
cualquier titular, las transmisiones que se efectúen. Ahora bien, los efectos creados con las
transmisiones referidas no se surten con el simple tránsito de las acciones de una persona a
otra, sino que deben inscribirse en el libro de registro de acciones para que se otorgue al
adquirente la legitimación para ejercitar frente a la sociedad sus derechos como accionista
y, a la vez, que aquélla también pueda exigir el cumplimiento de las obligaciones derivadas
de su calidad de socio; de ese modo, la adquisición de acciones no otorga al adquirente la
legitimación aludida, sino que es sólo un requisito previo para inscribirse en el registro de
acciones. Lo anterior es así, en virtud de que la inscripción de las transmisiones en el
registro de acciones es la forma legalmente prevista de legitimación social del titular de las
acciones nominativas y despliega la eficacia legitimadora a favor de la sociedad frente al
inscrito.”

Amparo directo en revisión 2336/2014. Ana María de las Mercedes Ponce Alcalá o Ana
María Ponce Ponce Alcalá y otros. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2016 a las 10:01 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

“AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL
JUICIO NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD
JURISDICCIONAL DE ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN
TIEMPO CON EL JUICIO, AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN
INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA DERECHOS SUSTANTIVOS.- De
conformidad con la fracción V del artículo 107 de la Ley de Amparo, el amparo indirecto
procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación; y para ser
calificados como "irreparables" deben producir una afectación material a derechos
sustantivos; es decir, sus consecuencias deben impedir en forma actual el ejercicio de un
derecho, y no únicamente producir una lesión jurídica formal o adjetiva, que no
necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo. Así, por regla general, cuando un
particular se duele exclusivamente de una afectación cometida dentro de un procedimiento
jurisdiccional, aun cuando alegue violaciones a los artículos 8o., 14 y 17 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los actos reclamados no pueden considerarse
como de ejecución irreparable, sino como violaciones de carácter adjetivo, pues no se trata
de una "omisión" autónoma al procedimiento, sino que se presenta justamente dentro de
éste, como la falta de respuesta a una petición expresa sobre el desahogo de pruebas o de
prosecución del trámite. Lo anterior, pese a que uno de los requisitos que caracteriza a los
actos irreparables es la afectación que producen a derechos sustantivos de forma directa,
como lo puede ser la transgresión al artículo 8o. constitucional; sin embargo, dicha
afectación no se produce de forma independiente, sino dentro del procedimiento en que el
quejoso es parte, por lo que no se actualiza el caso de excepción para acudir al juicio de
amparo indirecto; de ahí que el interpuesto contra actos de esta naturaleza es, por regla
general, notoriamente improcedente, a menos de que el Juez de amparo advierta del
contenido de la propia demanda que existe una abierta dilación del procedimiento o su
paralización total, pues en ese caso el juicio será procedente.”

Contradicción de tesis 325/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Tercero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y Tercero, Cuarto, Quinto, Octavo,
Noveno y Décimo Cuarto, todos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 16 de marzo de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán.
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis III.3o.T. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO.
SI SE RECLAMA VIOLACIÓN A LOS ARTÍCULOS 8o., 14 Y 17 DE LA
CONSTITUCIÓN FEDERAL, DENTRO O FUERA DE UN PROCEDIMIENTO
JURISDICCIONAL, NO SE SURTE LA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 113 DE LA LEY DE LA MATERIA
PARA DESECHAR AQUÉLLA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia
de Trabajo del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
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viernes 16 de octubre de 2015 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 23, Tomo IV, octubre de 2015, página 3373, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito,
al resolver la queja 79/2015, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de
Trabajo del Primer Circuito, al resolver la queja 41/2015, el sustentado por el Quinto
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la queja 79/2015,
el sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito,
al resolver la queja 94/2015, el sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de
Trabajo del Primer Circuito, al resolver la queja 58/2015, y el diverso sustentado por el
Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver
la queja 53/2015.

Tesis de jurisprudencia 48/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del trece de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 9 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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PLENOS DE CIRCUITO

“TARJETAS DE DÉBITO. CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO
LA CARGA DE LA PRUEBA CUANDO EL TARJETAHABIENTE DEMANDE LA
CANCELACIÓN DE LOS CARGOS EFECTUADOS POR DISPOSICIONES EN
EFECTIVO EN CAJEROS AUTOMÁTICOS.- Las actividades mercantiles realizadas
con base en el uso de tarjetas como instrumento bancario son complejas; en torno a las de
crédito y su utilización, de conformidad con las Reglas a las que habrán de sujetarse las
Instituciones de Banca Múltiple, y las Sociedades Financieras de Objeto Limitado en la
Emisión y Operación de las Tarjetas de Crédito, emitidas por el Banco de México, la
institución crediticia emisora sólo podrá cargar a la cuenta del titular el importe de los
pagos de bienes, servicios, impuestos y demás conceptos que realice por cuenta del
tarjetahabiente, así como las disposiciones de efectivo, cuando éste haya suscrito pagarés u
otros documentos aceptados por la emisora y que se hayan entregado al establecimiento
respectivo o los haya autorizado; lo anterior, debido al principio de seguridad que deben
observar dichas instituciones de crédito en beneficio de sus clientes. En atención a esta
postura, las instituciones bancarias emisoras de las tarjetas de crédito tienen la obligación
legal de resguardar en sus archivos, los vouchers o pagarés que firma el tarjetahabiente en
el momento de las operaciones de compra de bienes y servicios, debido a lo cual, cuando
existe reclamo de éste sobre lo incorrecto de haber cargado a su cuenta el importe de cargos
por pagos de bienes, servicios, impuestos y demás conceptos que supuestamente no realizó,
la carga de la prueba corresponde a la institución financiera, por ser ésta quien afirma que
fue el tarjetahabiente quien de manera directa o con su autorización, se realizaron aquellos
consumos utilizando los medios electrónicos correspondientes. Posición jurídica la anterior
que, tratándose de tarjetas de débito, también debe aplicarse cuando el tarjetahabiente niega
haber efectuado los pagos y disposiciones que originaron los cargos cuya cancelación
demanda, porque al igual que las tarjetas de crédito, se trata de un medio de disposición de
efectivo, así como de pago de bienes y servicios adquiridos por el cuentahabiente, por lo
que en ese entendido, la institución bancaria también tiene la obligación de brindarle
medidas de seguridad a efecto de poder cargar a la cuenta los montos de disposición por la
utilización de la tarjeta por aquellos conceptos, que al igual que las tarjetas de crédito,
puede ser a través de la emisión de vouchers con los cuales se documentan las
transacciones formuladas por el usuario, o por medio de la disposición directa en cajeros
automáticos autorizados por las instituciones de crédito; en ese contexto, es dable concluir
que, por lo que respecta a las disposiciones en efectivo en cajeros automáticos, la carga de
la prueba corresponde a la institución bancaria, de conformidad con los artículos 1194,
1195 y 1196 del Código de Comercio, por ser la que afirma, de manera que si el accionante
niega haber realizado el retiro en el cajero automático, entonces, es a la demandada a quien,
en principio, corresponde justificar la disposición que afirma realizó el demandante, en
primer lugar, porque el que afirma está obligado a probar; en segundo término, porque son
las instituciones bancarias las que tienen la facilidad para preconstituir y aportar medios
probatorios, ya que son los administradores de los cajeros automáticos, responsables de su
manejo, y de la implementación de las medidas necesarias para acreditar la disposición por
el usuario autorizado; y en tercer orden, porque la Institución financiera como proveedora
de un servicio, es la obligada a garantizar la seguridad en todas las operaciones efectuadas
con motivo de los contratos celebrados con los clientes, aunado a que por encontrarse en
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una situación ventajosa ante éstos, cuenta con la información y las aptitudes para aportar
los elementos de prueba para dirimir las controversias que se llegaren a suscitar.”

PLENO ESPECIALIZADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL
NOVENO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 6/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero
y Segundo, ambos del Noveno Circuito. 18 de abril de 2016. Mayoría de cuatro votos de
los Magistrados Juana María Meza López, Guillermo Cruz García, Enrique Alberto Durán
Martínez y José Ángel Hernández Huízar. Disidentes: Eva Elena Martínez de la Vega y
Pedro Elías Soto Lara. Ponente: Guillermo Cruz García. Secretarios: Alejandro Lemus
Pérez y Jorge Omar Aguilar Aguirre.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al resolver el amparo
directo civil 11/2015, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del
Noveno Circuito, al resolver el amparo directo civil 89/2015.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CADUCIDAD DE LA VÍA CIVIL SUMARIA HIPOTECARIA. EL ARTÍCULO
669, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES
DEL ESTADO DE JALISCO QUE LA PREVÉ, NO DEBE INTERPRETARSE DE
MANERA LITERAL, SINO ATENDIENDO A LA RATIO LEGIS.- Mediante Decreto
19425 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", de 29 de diciembre de
2001, el legislador jalisciense adicionó un párrafo al citado precepto y limitó el ejercicio de
la vía civil sumaria hipotecaria a un año, con el propósito de que los acreedores que
pretendan beneficiarse de ella ejerzan su acción con prontitud y evitar la acumulación
innecesaria de intereses moratorios, con la consecuente generación de créditos impagables e
incobrables; impidiendo a la vez, el fenómeno de la cartera vencida y la cultura del no
pago, como se lee de la correspondiente exposición de motivos. Ahora bien, a partir de una
interpretación literal de la referida disposición, se deduce que la única forma de interrumpir
el aludido plazo perentorio cuando éste ha comenzado a contabilizarse, es mediante la
presentación de la demanda correspondiente, lo cual, en lugar de incentivar la cultura de
pago y los beneficios que ello conlleva, produce exactamente lo contrario, puesto que una
vez que el deudor incurra en mora, el plazo de la perención se activará, lo que obliga al
acreedor a instar la acción respectiva dentro del año siguiente so pena de perder la vía de
privilegio. Luego, es evidente que, ante esta situación, el acreditado preferirá no ponerse al
corriente en el pago de sus obligaciones ni seguir cubriendo los demás abonos, porque de
todas suertes habrá de ser requerido judicialmente por la totalidad de lo debido,
generándose lo que el creador de la norma quiso evitar con la implementación de la
indicada figura perentoria, razón por la que no es viable interpretar al señalado precepto
desde su literalidad, sino desde un punto de vista teleológico, es decir, atendiendo a la ratio
legis.”

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 16/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Segundo y Quinto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 15 de marzo de 2016.
Mayoría de tres votos de los Magistrados Arturo Barocio Villalobos, Jaime Julio López
Beltrán y Luis Núñez Sandoval. Disidentes: Martha Leticia Muro Arellano y Víctor Manuel
Flores Jiménez. Ponente: Luis Núñez Sandoval. Secretarios: Idania Guisel Solórzano Luna
y César Augusto Vera Guerrero.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.5o.C.167 C, de rubro: "CADUCIDAD DE LA VÍA HIPOTECARIA. SI CON LA
ANUENCIA DEL ACREEDOR EL ACREDITADO CUBRE SUS OBLIGACIONES
VENCIDAS Y SUBSANA SU INCUMPLIMIENTO, NO COMIENZA A CORRER EL
PLAZO DE UN AÑO PARA QUE AQUÉL RECLAME EL PAGO DEL CRÉDITO EN
ESA VÍA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).", aprobada por el Quinto
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011,
página 3155, y
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El criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 91/2015.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 16 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CONCURSO MERCANTIL. EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN Y
ENAJENACIÓN DE BIENES, AL ACTUAR COMO SÍNDICO, NO TIENE LA
CALIDAD DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.-
Acorde con el artículo 76 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de
Bienes del Sector Público, el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, es un
organismo descentralizado de la administración pública federal, con personalidad jurídica y
patrimonio propios, cuyo objeto es la administración, enajenación y destino de los bienes
señalados en el artículo 1 de esa ley, así como el cumplimiento de las atribuciones
establecidas en el artículo 78 de la misma legislación, entre las cuales tiene facultades para
fungir como visitador, conciliador y síndico en concursos mercantiles y quiebras, de
conformidad con la ley que regula esa materia, debiendo recaer invariablemente tales
designaciones en ese ente, invariablemente, tratándose de empresas aseguradas. Sin
embargo, cuando actúa con alguno de esos caracteres, se abstrae de las atribuciones que
regularmente le confiere la ley que lo rige y se sujeta al marco jurídico del concurso
mercantil, respecto del cual, la Ley de Concursos Mercantiles, en su artículo 7o., indica que
el Juez es el rector del procedimiento y tendrá las facultades necesarias para dar
cumplimiento a lo que ese ordenamiento prevé, sin que pueda modificar cualquier plazo o
término que éste fije salvo que lo faculte expresamente para hacerlo, siendo responsable,
inclusive, del incumplimiento de sus facultades legales. Por su parte, de acuerdo con los
derechos y obligaciones que este último ordenamiento contiene respecto del síndico, se
obtiene que su actuar queda subordinado a las facultades decisorias definitivas que le
confiere la ley al juzgador, por lo que debe considerarse que únicamente se trata de un
auxiliar, mas no de una autoridad, en virtud de que sus actos son como administrador,
depositario judicial e inclusive se equiparan a los de un mandatario, sujetos a la aprobación
y revisión del rector del proceso. Así, el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes al actuar con facultades de síndico, no ejerce una autoridad propia o delegada, ni
goza de la representación del poder público dentro de su actuar en el procedimiento de
concurso, por lo que tampoco impone unilateralmente una determinación con base en una
facultad exclusiva que le confiera la ley, aun en contra de la voluntad de las partes del
concurso, creando, modificando o extinguiendo situaciones de hecho y/o derecho. Además,
su relación no es de supra a subordinación al ser administrador, depositario judicial e
inclusive equipararse a un mandatario, quedando sujetos sus actos a la aprobación y
revisión del juzgador; de ahí que tenga el carácter de auxiliar de la justicia y no de
autoridad ordenadora y/o ejecutora para efectos del juicio de amparo.”

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 14/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Tercero y Noveno, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 2 de febrero de 2016.
Mayoría de doce votos de los Magistrados María del Carmen Aurora Arroyo Moreno,
Jaime Aurelio Serret Álvarez, Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo, Eliseo Puga
Cervantes, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Adalberto Eduardo Herrera González, Ma.
del Refugio González Tamayo, Marco Polo Rosas Baqueiro, Fernando Rangel Ramírez,
Alejandro Sánchez López, Arturo Ramírez Sánchez y Carlos Arellano Hobelsberger.
Ausente: Martha Gabriela Sánchez Alonso. Disidente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos.
Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Encargado del engrose: Fernando Rangel Ramírez.
Secretario: Tomás Zurita García.
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Tesis contendientes:

Tesis I.3o.C.213 C (10a.), de título y subtítulo: "CONCURSO MERCANTIL ESPECIAL.
EL SÍNDICO DE LA EMPRESA CONCURSADA AL TENER FUNCIONES
REGULADAS EN UNA NORMA GENERAL, TIENE EL CARÁCTER DE
AUTORIDAD RESPONSABLE, PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.",
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y publicada
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de junio de 2015 a las 9:30 horas,
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo III,
junio de 2015, página 1970, y

Tesis I.9o.C.26 C (10a.), de título y subtítulo: "CONCURSO MERCANTIL. EL
SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN DE BIENES, NO TIENE EL
CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE EJECUTORA, PARA EFECTOS DEL
JUICIO DE AMPARO.", aprobada por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de
octubre de 2015 a las 11:30 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 23, Tomo IV, octubre de 2015, página 3886.

Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO

“SOCIEDADES DE CAPITAL VARIABLE. PARA EL AUMENTO Y
DISMINUCIÓN DE ÉSTE ES INNECESARIO CELEBRAR ASAMBLEA
EXTRAORDINARIA.- Si bien es cierto que el artículo 182, fracción III, de la Ley
General de Sociedades Mercantiles establece que en las asambleas extraordinarias se
tratarán, entre otras cosas, el aumento o reducción del capital social, también lo es que, de
acuerdo con el diverso 213 de esa legislación, relativo a las sociedades de capital variable,
éste puede aumentarse o disminuirse sin más formalidades que las establecidas en el
capítulo VIII del propio ordenamiento. Por tanto, en este último supuesto, basta la
anotación de la modificación correspondiente en el libro de registros de variaciones de
capital social de la empresa, conforme a los principios de autonomía de las partes y libertad
contractual, así como al derecho humano de libertad de asociación, es decir, es innecesario
que se celebren asambleas extraordinarias y, consecuentemente, que las actas que de ellas
deriven se protocolicen ante fedatario público o el Registro Público de Comercio, pues ello
contravendría el indicado capítulo VIII, así como la autonomía de la sociedad para su
autorregulación. Esto es, las disposiciones que no se encuentran contenidas en el capítulo
referido son aplicables a las sociedades de capital variable, por lo que toca a la
modificación de su capital social mínimo y no respecto del variable, pues la finalidad de
aquéllas es permitir modificarlo de manera rápida y sencilla.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER
CIRCUITO.

Amparo directo 351/2015. Administradora de Servicios Gipol, S.A. de C.V. 23 de febrero
de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel
Gómez Núñez.

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada, publicada
en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 109-114, Cuarta
Parte, enero-junio de 1978, página 161, de rubro: "SOCIEDADES DE CAPITAL
VARIABLE. NO REQUIEREN MODIFICAR SU ESCRITURA SOCIAL PARA
AUMENTAR O DISMINUIR SU CAPITAL."

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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"SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. CAUSA
EJECUTORIA SIN DECLARATORIA JUDICIAL CON LA SIMPLE
ACTUALIZACIÓN DEL SUPUESTO DE LEY -FALTA DE IMPUGNABILIDAD-.
Conforme a los artículos 354, 355 y 356 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de
aplicación supletoria al Código de Comercio, como regla general, causan ejecutoria las
sentencias que admitiendo algún recurso no son recurridas, siendo necesaria la declaración
judicial respectiva, la que deberá realizarse por el tribunal que la emitió, a petición de parte
y previa certificación de esa circunstancia. Sin embargo, en el caso hipotético en que la
autoridad judicial no declara ejecutoriada una sentencia -por falta de solicitud de las partes-,
es claro que esa abstención no puede dar lugar a estimar que no adquirió la calidad de cosa
juzgada, pues las sentencias causan ejecutoria cuando se actualiza el supuesto previsto en la
ley, en el caso específico, cuando no se impugnan dentro del plazo legal respectivo, no así
por la declaración emitida en tal sentido; por tanto, una vez transcurrido el plazo para su
impugnación sin que se hubiese promovido el recurso pertinente, la sentencia es firme
dotada de la calidad de cosa juzgada y a partir de este momento comienza el plazo de tres
años para ejercer el derecho a solicitar la ejecución de una sentencia derivada de un juicio
ejecutivo mercantil so pena de que, de no hacerlo, prescribirá conforme al artículo 1079,
fracción IV, del Código de Comercio.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo en revisión 11/2016. Lorena Ivonne Rubio García. 17 de marzo de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Torres García. Secretario: Dante Orlando Delgado
Carrizales.



22

“VÍA EJECUTIVA MERCANTIL. LA DIFERENCIA DE LOS CONCEPTOS
CONTENIDOS EN EL ESTADO DE CUENTA, RESPECTO A LOS
DETERMINADOS EN EL CONTRATO DE CRÉDITO, NO AFECTA SU
PROCEDENCIA.- Cuando el estado de cuenta certificado por el contador facultado por la
institución bancaria, menciona conceptos no contenidos en el contrato de apertura de
crédito o éste no contenga algún dato real o correcto, debe estimarse que se trata de un
mero error matemático en el referido documento contable, que repercute en ciertas
cantidades reclamadas de manera excedente por la institución acreditante y que puede dar
lugar a la rectificación del saldo, siempre y cuando el enjuiciado lo haga valer como
excepción y lo acredite durante la dilación probatoria correspondiente y, en su caso, en los
agravios que esgrima ante la alzada al interponer el recurso de apelación en contra del fallo
de primer grado, pero de ninguna manera puede conducir al juzgador a decretar la
improcedencia de la vía ejecutiva mercantil, al descalificar el estado de cuenta que junto
con el contrato citado constituyen el título ejecutivo, en virtud de que el artículo 68 de la
Ley de Instituciones de Crédito no exige más requisitos que el contrato de crédito
acompañado del certificado de cuenta expedido por el contador autorizado por la
mencionada institución en el que se hagan constar, de manera pormenorizada, los motivos
que originaron el saldo cuyo cobro se pretende, de donde se advierta el desglose de los
factores y rubros por periodos, las tasas de interés consideradas para llegar al aludido saldo,
así como la identificación del acreditado, pues en el caso debe aplicarse analógicamente la
jurisprudencia 1a./J. 16/2002, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, publicada en la página 405, Tomo XV, abril de 2002, Novena Época
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo el epígrafe: "VÍA EJECUTIVA
MERCANTIL. EL HECHO DE QUE LOS INTERESES PLASMADOS EN EL
CERTIFICADO CONTABLE NO COINCIDAN CON LOS PACTADOS EN EL
CONTRATO DE CRÉDITO, NO AFECTA SU PROCEDENCIA.", toda vez que el sentido
de las consideraciones esgrimidas por esa instancia del Más Alto Tribunal de la Nación,
coinciden con las aquí sostenidas, pues dicha Sala indicó que cuando los intereses
contenidos en el certificado bancario no coincidan con los determinados en el contrato, tal
circunstancia no afecta la procedencia del juicio sino, en todo caso, el saldo de las
prestaciones reclamadas.”

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 3/2003. Citibank México, S.A., Grupo Financiero Citibank. 7 de febrero de
2003. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Eduardo
Iván Ortiz Gorbea.

Amparo directo 416/2004. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de Banca Múltiple,
Grupo Financiero Banorte. 13 de enero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl
Armando Pallares Valdez. Secretario: Eduardo Iván Ortiz Gorbea.

Amparo directo 187/2005. Jorge Miguel Cano Galindo. 9 de junio de 2005. Unanimidad de
votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 27/2006. Sergio Garnelo Cortés. 16 de febrero de 2006. Unanimidad de
votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Raúl Rodríguez Eguíbar.
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Amparo directo 516/2015. 3 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl
Armando Pallares Valdez. Secretario: Armando René Dávila Temblador.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 9 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“PROCEDENCIA DE LA VÍA. AL CONSTITUIR UN PRESUPUESTO PROCESAL
DE ORDEN PÚBLICO, INDISPONIBLE E INSUBSANABLE, EL TRIBUNAL
COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOCE DEL AMPARO DIRECTO PUEDE
ANALIZAR OFICIOSAMENTE SU IDONEIDAD EN EL JUICIO DE ORIGEN.- El
encauzamiento del proceso por la vía correcta tiene como finalidad respetar los derechos de
seguridad jurídica y de tutela jurisdiccional efectiva previstos en los artículos 14 y 17 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de los cuales las
pretensiones litigiosas de los gobernados sólo pueden dirimirse mediante procedimientos
regulares, establecidos previamente en las leyes. Por ello, la procedencia de la vía
constituye un presupuesto procesal de orden público, indisponible e insubsanable, es decir,
se trata de una condición indispensable para iniciar, tramitar y fallar válidamente un juicio;
requisito cuya ausencia no puede ser convalidada mediante el consentimiento tácito o
expreso de los justiciables. Considerando lo anterior, en las jurisprudencias 1a./J. 25/2005 y
1a./J. 56/2009, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que
los juzgadores ordinarios de primera y segunda instancias deben analizar oficiosamente la
procedencia de la vía, incluso, en juicios regidos por el principio dispositivo. Ahora bien,
por mayoría de razón, se infiere que los Tribunales Colegiados de Circuito, al conocer del
amparo directo, también pueden analizar oficiosamente la idoneidad de la vía en la que se
sustanció el juicio natural, ya que los juzgadores de amparo son los principales garantes de
los derechos fundamentales en nuestro sistema jurisdiccional, por lo que sus facultades no
podrían ser inferiores a las de los tribunales comunes para analizar ex officio la regularidad
constitucional del proceso de origen y advertir la ausencia de las condiciones mínimas
exigidas en la Constitución Federal para resolver válidamente el fondo de ese asunto.”

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 129/2014. Margadin Caribe, S.A de C.V. 15 de mayo de 2014. Unanimidad
de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretario: Samuel René Cruz Torres.

Amparo directo 446/2014. Karla Bautista Alcocer. 6 de noviembre de 2014. Unanimidad de
votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretaria: Dulce Guadalupe Canto
Quintal.

Amparo directo 87/2015. Elizabet Cauich Dzul. 8 de mayo de 2015. Unanimidad de votos.
Ponente: Édgar Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión
de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de
Magistrado, con fundamento en el artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación. Secretario: Gustavo Valdovinos Pérez.

Amparo directo 114/2015. Comercializadora BVCJ, S.A. de C.V. 21 de mayo de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Mercado Mejía. Secretaria: Jacqueline Barajas
López.

Amparo directo 583/2015. 18 de febrero de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge
Mercado Mejía. Secretaria: Dulce Guadalupe Canto Quintal.
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Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 25/2005 y 1a./J. 56/2009, de rubros:
"PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE
ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN
PLANTEADA." y "PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL
QUE EL TRIBUNAL SUPERIOR PUEDE ANALIZAR DE OFICIO EN EL RECURSO
DE APELACIÓN MERCANTIL.", citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 576 y
Tomo XXX, noviembre de 2009, página 347, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 9 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“ACTOS DE EJECUCIÓN IRREPARABLE O DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.
SUS CARACTERÍSTICAS PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO
DE AMPARO INDIRECTO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE
ABRIL DE 2013).- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado el
criterio general de que los actos tienen una ejecución irreparable o de imposible reparación,
cuando sus consecuencias son susceptibles de afectar directamente alguno de los llamados
derechos fundamentales del hombre o del gobernado que tutela la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y no cuando sólo afecten derechos adjetivos o procesales,
porque la afectación irreparable o sus efectos no se destruyen con el solo hecho de que
quien los sufre obtenga una sentencia definitiva en el procedimiento natural, favorable a sus
pretensiones. En consecuencia, a contrario sensu, para efectos de la procedencia del juicio
de amparo indirecto, conforme al artículo 107, fracción III, inciso b), de la ley de la
materia, no existe ejecución irreparable si las consecuencias de la posible violación llegan a
extinguirse sin haber originado afectación alguna a los derechos fundamentales del
gobernado y sin dejar huella en su esfera jurídica, porque esa violación es susceptible de
repararse posteriormente, al reclamar el acto terminal o resolución.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA,
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL
DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Amparo en revisión 95/2015. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 6 de agosto de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Sergio
Ballesteros Sánchez.

Queja 75/2015. Director General de Investigaciones de Prácticas Monopólicas Absolutas de
la Comisión Federal de Competencia Económica. 20 de agosto de 2015. Unanimidad de
votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Sergio Ballesteros Sánchez.

Queja 55/2015. Operbes y Bestphone, ambas S.A. de C.V. 20 de agosto de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Rodolfo
Meza Esparza.

Queja 100/2015. Total Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V. 5 de noviembre de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.

Amparo en revisión 160/2015. Radiodifusora XETAK-AM, S.A. de C.V. 17 de diciembre
de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario:
Agustín Ballesteros Sánchez.

Nota: Con motivo de la entrada en vigor del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la
Judicatura Federal por el que se cambia la denominación de Distrito Federal por Ciudad de
México en todo su cuerpo normativo, la denominación actual del órgano emisor es la de
Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la
Ciudad de México y jurisdicción en toda la República.
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Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2016 a las 10:01 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 04 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“ACTOS O VIOLACIONES INTRAPROCESALES PARA EFECTOS DE LA
PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO. SUS CARACTERÍSTICAS.-
Tratándose de actos o violaciones intraprocesales, lo decisivo para exigir una inmediata
impugnación en el amparo indirecto es la imposible reparación en razón de una afectación
material -real y actual- a derechos sustantivos, a diferencia de la lesión o agravio formal a
disposiciones adjetivas o procedimentales. Por tanto, más que la modalidad o tipo de acto
(intraprocesal o terminal), lo relevante son los efectos y agravio que puedan producir en
situaciones y circunstancias concretas; esto es, pueden reclamarse de manera inmediata
cuando se esté en presencia de aquellos denominados de imposible reparación o, en su caso,
junto con el acto terminal al que han trascendido, y siempre que hayan generado
indefensión.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA,
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL
DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Amparo en revisión 95/2015. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 6 de agosto de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Sergio
Ballesteros Sánchez.

Queja 75/2015. Director General de Investigaciones de Prácticas Monopólicas Absolutas de
la Comisión Federal de Competencia Económica. 20 de agosto de 2015. Unanimidad de
votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Sergio Ballesteros Sánchez.

Queja 55/2015. Operbes y Bestphone, ambas S.A. de C.V. 20 de agosto de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Rodolfo
Meza Esparza.

Queja 100/2015. Total Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V. 5 de noviembre de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.

Amparo en revisión 160/2015. Radiodifusora XETAK-AM, S.A. de C.V. 17 de diciembre
de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario:
Agustín Ballesteros Sánchez.

Nota: Con motivo de la entrada en vigor del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la
Judicatura Federal por el que se cambia la denominación de Distrito Federal por Ciudad de
México en todo su cuerpo normativo, la denominación actual del órgano emisor es la de
Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la
Ciudad de México y jurisdicción en toda la República.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2016 a las 10:01 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 04 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN. ES IMPROCEDENTE EL
AMPARO PROMOVIDO CON ESE CARÁCTER EN LA HIPÓTESIS EN LA QUE
EL EMPLAZAMIENTO SE HUBIERA REALIZADO EN FORMA ILEGAL, SI EN
LA SENTENCIA SE LE ABSUELVE DE LAS PRESTACIONES RECLAMADAS,
AL NO AFECTARSE DERECHOS SUSTANTIVOS.- La porción normativa contenida
en el artículo 14 constitucional en su segundo párrafo dispone: "Nadie podrá ser privado...
de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del
procedimiento...", lo cual constituye el derecho humano que asegura las condiciones para el
ejercicio y la defensa de los derechos ante los tribunales a través del proceso, lo cual viene
a constituir el principio relativo a que no puede haber privación de un derecho sin juicio. La
norma constitucional contenida en el citado artículo, trata de un derecho humano
denominado garantía constitucional del proceso, porque su finalidad consiste en asegurar o
garantizar las condiciones que permitan el ejercicio y la defensa de los derechos ante los
tribunales, la cual tiene un carácter instrumental. Ahora, si bien es cierto que el
emplazamiento a juicio es la actuación más importante dentro del proceso, también lo es
que aun en la hipótesis de que dicha diligencia se hubiese realizado en forma ilegal y, como
consecuencia, se haya seguido el juicio en rebeldía, pero en la sentencia se absuelve al
demandado, resulta improcedente el juicio de amparo promovido con el carácter de tercero
extraño por equiparación, toda vez que no se actualiza ninguna afectación a su garantía
instrumental del proceso, puesto que ésta, por su carácter de instrumental, está al servicio y
protección de los derechos sustantivos, y si éstos no se ven afectados por la absolución de
las prestaciones demandadas no hace necesaria su reparación.”

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO
CIRCUITO.

Amparo en revisión 394/2015. Yolanda Salcedo Silva. 10 de marzo de 2016. Unanimidad
de votos. Ponente: José Manuel de Alba de Alba. Secretaria: Griselda Sujey Liévanos Ruiz.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“USURA. PARA DETERMINAR SI EN UN CONTRATO DE APERTURA DE
CRÉDITO SIMPLE CON INTERÉS Y GARANTÍA HIPOTECARIA CELEBRADO
CON UNA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, SE ACTUALIZA AQUÉLLA, DEBE
ATENDERSE NO SÓLO AL ANÁLISIS DEL PACTO DE INTERESES, SINO AL
INDICADOR DEL COSTO ANUAL TOTAL FIJADO POR EL BANCO DE
MÉXICO.- De los artículos 3, fracción VI, 8, 11, fracción II Bis, inciso c) y 15 de la Ley
para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, así como de la Circular
21/2009, disposiciones de carácter general que establecen la metodología de cálculo,
fórmula, componentes y supuestos del costo anual total (CAT), del Banco de México,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de septiembre de dos mil nueve,
puede definirse al CAT como un indicador del costo total de financiamiento con el cual es
posible comparar el costo financiero entre créditos aunque sean de plazos o periodicidades
distintas e, incluso, de productos diferentes, que tiene como fin informar al público y
promover la competencia. En esta guisa, para determinar si en un contrato de apertura de
crédito simple con interés y garantía hipotecaria celebrado con una institución de crédito se
actualiza la usura, es necesario acudir no sólo al análisis del pacto de intereses, sino al costo
anual total que representa para una persona el acceder al numerario, ya que es,
precisamente, el referido indicador el que, de manera más cercana, representa lo que se
tendrá que erogar para acceder, en el caso, a un crédito hipotecario, máxime si se considera
que la tasa de interés muchas veces no refleja todos los costos que el crédito implica; por
ejemplo, como son las comisiones, primas de seguros que el cliente deba pagar de
conformidad a su contrato de crédito, además de otros elementos como la garantía exigida y
la periodicidad o frecuencia de pago -entre otros-; adicionalmente, las tasas de interés no
siempre son comparables entre sí, porque algunas se expresan en términos mensuales,
anuales e, incluso, en otras periodicidades; por tanto, acudir al costo anual total resuelve
estos problemas y permite realizar comparaciones inmediatas, pues los costos principales se
incluyen de manera homogénea.”

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.

Amparo directo 678/2015. Trinidad Pérez Arce. 25 de febrero de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Gerardo Manuel Villar Castillo. Secretario: Felipe Yaorfe Rangel Conde.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.


